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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Rodrigo Goñi Romero. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Richard Charamelo, Gustavo Guarino, Carlos 
Maseda, Aníbal Pereyra, Mario Perrachón y Hermes Toledo Antúnez. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Jorge Patrone. 


ASISTE: Señor Representante Carlos Signorelli. 


INVITADOS: Por el Sindicato Único de Trabajadores del Mar y Afines (SUNTMA), señores José Franco, 
Sergio Colo y Marcos Acosta. 


SEÑOR PRESIDENTE (Goñi Romero).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca da la bienvenida a la delegación del SUNTMA -Sindicato 
Unico Nacional de Trabajadores del Mar y Afines-, integrada por los señores José Franco, Sergio Colo y 
Marcos Acosta. 


SEÑOR FRANCO.- Intentaremos retomar lo que expusimos en la anterior oportunidad en que 
visitamos esta Comisión, aun a riesgo de incurrir en una repetición. 


En esa ocasión hablamos sobre lo que debe contener un proyecto de ley de pesca, atendiendo al tiempo 
durante el cual se legisló sobre el particular, a la nueva situación del sector pesquero y a la experiencia que 
tiene el país en el desarrollo de esta actividad. También planteamos que el sector pesquero tiene varios 
componentes, por lo que para reglamentar y legislar en la materia se deben conformar distintos capítulos. 
Básicamente, los componentes son: la investigación -algo dijimos al respecto en la instancia anterior-, la 
captura -es decir, las distintas pesquerías-, la industrialización y la comercialización. Además, planteamos 
que, como un apéndice de esto -como un ítem no menos importante-, está el tema de actualizar e inclusive 
cubrir algunos vacíos que existen en lo que refiere a las relaciones laborales en la pesca. 


Asimismo, hablamos sobre las carencias que tenemos en torno a la investigación y sobre la necesidad de un 
replanteo del rol de la DINARA, no solo en cuanto a dotarla de recursos sino, además, de definir claramente 
su alcance, dándole mayores atribuciones. Por ejemplo, su rol inspectivo debería tener mayor alcance y 
debería revisarse su sistema de concesión de permisos de pesca. En definitiva, la DINARA debería ser un 
organismo que no solo administre el sector de acuerdo a la normativa, sino que tenga atribuciones para 
planificar a mediano plazo, y nos referimos a planes quinquenales. Entendemos que el país debe contar con 
una política pesquera con rumbo cierto, algo de lo que hoy carecemos. 


SEÑOR CHARAMELO.- Creo no entender algunas cosas. 


El otro día, al igual que ahora, se hizo un "racconto" de temas no menores, que corresponden a diferentes 
ámbitos; se tocaron temas que conciernen al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca -concretamente a la DINARA- y quizás también tenga que ver en esto la 
Administración Nacional de Puertos. 


Quisiera saber si hay proyectos sobre todos estos temas. De ser así, nos gustaría contar con ellos; de lo 
contrario, no tenemos documentación en la cual basarnos. Son temas muy amplios; si bien todos están 
vinculados al sector pesquero, su tratamiento es muy diferente por manejarse en órbitas distintas. Por 
ejemplo, el planteo acerca de los salarios de quienes trabajan en los buques pesqueros es un tema que 
netamente corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; dicho sea de paso, existen mesas 
salariales en ese sentido. Allí la minoría no está representada, por lo tanto el Gobierno tiene todas las 
potestades para lograr cambios. Los sindicatos están para eso. También hay temas como la pesca que son de 
otra órbita, y así sucede con muchos de los asuntos que se manejaron el otro día y que se han mencionando 
hoy. 


En definitiva, quisiera saber cuáles son las propuestas sobre cada uno de los temas planteados; de lo contrario 
es un "racconto" de una realidad muy variada. Habría que apuntar a lo específico, porque al ser temas muy 
diversos, el planteo es demasiado abarcativo. Para uno que no tiene demasiados conocimientos acerca de esa 
realidad, sería bueno manejarse con datos concretos como, por ejemplo, "Tenemos tales problemas en tal 
área". Inclusive, para llegar a una conclusión habría que llamar a diferentes organismos; si bien son temas 
que están unidos, son totalmente distintos. 


SEÑOR FRANCO.- Confieso que posiblemente sea una deformación el hecho de hablar con ejemplos 
para ser más gráfico. Nosotros decíamos que un ítem no menos importante dentro de lo que 
considerábamos los distintos componentes del sector son las relaciones laborales. A vía de ejemplo, 
hicimos referencia a los temas salariales, que también tienen su importancia. 


Lo que intentamos desarrollar es lo que los trabajadores consideramos que debe contener un proyecto de ley 
de pesca y que no contiene, para que se discuta al respecto. Además, la conclusión a la que arribamos es que 
es necesario que un proyecto de ley de pesca se elabore en un ámbito multidisciplinario donde todas las 
partes involucradas puedan hacer sus aportes. 


En Legislaturas anteriores se presentó un proyecto de ley que, salvo alguna actualización en alguno de sus 
puntos, esencialmente contiene la temática que hemos desarrollado. Hablamos de planes quinquenales, pero 
una ley de pesca también debe contener la instrumentación de una Comisión Asesora Tripartita adjunta a la 
Dirección General en la DINARA, de acuerdo con lo que sugiere el Código de Conducta para la Pesca 
Responsable. También planteamos la necesidad de la reestructura de todo el sector pesquero, 
fundamentalmente de los barcos, porque la investigación tendrá que dar elementos para determinar qué flota 
y qué tipo de barcos necesitamos para las distintas pesquerías, sobre la base de la búsqueda de la 
diversificación de las pesquerías para la obtención de mayor valor agregado. Asimismo, se habló de la 
necesidad de modificar algunos decretos que hacen a la pesca fuera de las aguas jurisdiccionales. Por 
ejemplo, nos referimos al Decreto N* 157, que establece la posibilidad de acceso a la zona de la CRUMA 
para los pesqueros de bandera nacional. Entendemos que eso debe ser modificado porque da lugar a 
componendas y a maniobras que, en última instancia, desvirtúan la finalidad que el país tomó al incorporarse 
a la CRUMA para pescar o hacer prospección científica en esa zona. Un Decreto que comienza establecido 
por una Comisión interministerial para atender los asuntos del Uruguay en la zona de la CRUMA, termina 
concediendo a quien presenta un proyecto para la investigación un permiso para la pesca comercial, con 


todas las consecuencias que ello ha significado para el país, con barcos detenidos y con la categorización o el 
San Benito que se le ha colgado a nuestra bandera, como bandera pirata en los ámbitos internacionales de 
pesca, por ejemplo, de merluza negra. 


También pensamos que un proyecto de ley de pesca debe contener una reglamentación para la pesca fuera de 
las aguas jurisdiccionales. 


A su vez, hicimos referencia a la necesidad de replantear el sistema de concesión de permisos de pesca, que 
también ha servido tanto para un barrido como para un fregado y aún hoy el país sigue teniendo dificultades 
en ese sentido. Nosotros señalábamos que ha habido situaciones conflictivas que han llevado largos meses; es 
el caso de barcos que, por ejemplo, tienen permiso para el congelado, cuando en la normativa de Uruguay no 
está permitida la concesión de permisos para congelados. Sin embargo, se han concedido y son permisos 
precarios, provisorios, que hace años que algunas empresas usufructúan. Debido a sistemáticos 
incumplimientos en las relaciones laborales, etcétera, y ante la posibilidad de que el Poder Ejecutivo pudiera 
retirar esos permisos, se argumenta el temor de que el Estado pueda ser demandado de forma tal que sea muy 
oneroso el retiro de permisos a gente que está violando la normativa. Pensamos que estas cosas también 
tienen que estar contenidas en un proyecto de ley de pesca. 


En lo que refiere a la industrialización, decíamos que tendemos a que el país pueda obtener mayor valor 
agregado. En la sesión anterior hablamos de los porcentajes que arrojan las cifras concretas. Por ejemplo, la 
exportación en 1988 era de alrededor del 52% y eran "commodities"; en la actualidad, ronda en el 83%. Esto 
quiere decir que hemos aumentado el volumen de exportación, pero no hemos aumentado el valor agregado. 
De lo que se trata es de desarrollar la industria de forma tal que obtengamos mayor valor agregado sobre la 
base de la estrategia -que entendemos ha sido un acierto del país- de la elaboración -por la cercanía de los 
caladeros- del producto terminado en tierra. Además, debemos reglamentar las distintas pesquerías. En 
Rocha, más precisamente en La Paloma, se está dando determinada situación: la planta de la empresa 
IBRAMAR tiene una concesión por treinta años y el proyecto original era llegar hasta la conserva. Sin 
embargo, lo que se hace es la captura de anchoita para la reducción, lo que no ha sido beneficioso para el 
departamento ya que no ha generado los puestos de trabajo que se comprometía en el proyecto original y, sin 
embargo, sigue contaminando toda el área. 


Creemos que todos estos temas deben ser tenidos en cuenta en un proyecto de ley de pesca. 


En lo que refiere a la comercialización, entendemos que una ley de pesca debe contener reglas claras para 
que el Estado pueda jugar un papel más activo en la búsqueda de mercados y poder diversificarlos, sobre 
todo, para tratar de dejar de ser meros tomadores de precios y poder colocar nuestros productos de mar en los 
diferentes mercados del mundo. 


Era cuanto quería expresar. 


SEÑOR CHARAMELO.- Quisiera saber cuáles son las responsabilidades por parte del Ministerio ante 
estos temas. 


El otro día se habló de que había un exceso de pesca de aproximadamente 300.000 toneladas que se venía 
acumulando y que llegado el momento íbamos a tener que parar la flota porque estábamos excedidos con la 
cuota que teníamos con Argentina 


Aquí hay un montón de irregularidades que ustedes están manejando de las que alguien se tiene que hacer 
responsable. En lo que refiere, por ejemplo, a los permisos de pesca hay algunos legisladores que hicieron 
denuncias respecto a la captura de lobos marinos. En lo que tiene que ver con el tema de la anchoita, muchas 
concesiones -ha ocurrido en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas- fueron dadas de baja porque 
andaban mal. Los permisos de pesca fueron duramente criticados, desde antes, y ahora, en este nuevo 
Gobierno se siguen dando los mismos permisos de pesca. Quisiera saber si se ha mejorado en algo o se sigue 
igual que antes; si es así, cuáles son las responsabilidades de quienes lo siguen haciendo. Ustedes han 
manejado una serie de irregularidades en el sector pesquero; el hecho de que no varíe mucho de lo que se 
hizo antes no significa que esté bien. Alguien debe ser responsable por esto de que, aun sabiendo que las 
cosas están mal y yendo en contra de los reclamos del sindicato, se sigan otorgando permisos de pesca 


indiscriminadamente. Con respecto a los barcos de frío, se siguen otorgando y dando facultades cuando no 
está permitido. 


Repito: quisiera que se me aclarara si se ha mejorado la situación o no. 


SEÑOR FRANCO.- Cuando hablábamos de la sobrepesca en el Uruguay nos referíamos a la corvina; 
Uruguay tenía 3.000 toneladas de sobrepesca. En el acuerdo con Argentina se había llegado a 
establecer la captura total permitida en 36.000 toneladas. Uruguay pagaría 1.000 toneladas por año de 
forma tal de que cuando la suma de las capturas llegara a 35.000 toneladas nuestro país debía dejarla 
de pescar para que el excedente lo pescara Argentina hasta llegar a la máxima captura permitida. 


En lo que refiere al tema de los permisos, en el caso de los lobos sería de caza, no de pesca; hace tiempo que 
no hay permiso de caza para los lobos, desde la época de ILPE. Lo que cuestionamos es el sistema de 
concesión de permisos de pesca. Entendemos que lo que un proyecto de ley de pesca debe considerar es la 
revisión del sistema de concesión de permisos de pesca. Eso ha dado lugar a que haya hijos y entenados en el 
sector y que el que tuviera padrino no muriera infiel. Eso lo hemos sostenido siempre. Tenemos que ir a un 
sistema de concesión de permisos de pesca que sea equitativo, que el que pesca más, pague más, y el menos 
eficiente quedará por el camino o pagará menos. Esto es parte de lo que entendemos debe contener un 
proyecto de ley de pesca: la modificación del sistema de concesión de permisos; luego, lo que 
definitivamente quede redactado en la normativa, será producto de esa discusión multidisciplinaria que 
convocamos que se haga en el ámbito correspondiente. 


SEÑOR CHARAMELO.- Cuando hablamos de legislar, hay cosas que se pueden legislar y hay otras 
que se decretan. Es muy difícil legislar sobre un tema como la pesca; se puede manejar un marco pero, 
en lo que respecta a los permisos de pesca, qué se pesca y demás, muchas veces se trabaja por decreto. 


Lo que quisiera saber es si en este año y medio se ha mejorado en algo, independientemente de que haya que 
legislar. ¿Se siguen manejando los mismos criterios que se manejaban antes? 


SEÑOR GUARINO.- En primer lugar, quisiera agradecer a los integrantes del sindicato de la pesca 
que en varias oportunidades han estado insistiendo, en el Parlamento, en particular en esta Comisión, 
por una política pesquera. Creo que eso es muy bueno y como trabajadores dan un ejemplo de 
preocupación. Queda claro que no han venido aquí solamente por temas laborales y de 
relacionamiento con la flota, sobre todo en el difícil período que vivió el país, donde los trabajadores 
estaban absolutamente desamparados y los concesionarios de los permisos, los dueños de las flotas - 
como nos tocó conocer por las propias denuncias de los trabajadores del sindicato- muchas veces eran 
los que reinaban en las relaciones laborales. Creo que eso ha ido cambiando; lo bueno es que hayan 
venido reiteradamente a esta Comisión a trabajar por una iniciativa para que el país tenga un proyecto 
pesquero. Este es un país que objetivamente no ha mirado hacia el mar; un país que tiene un 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y tiene una Comisión con el mismo nombre, que 
integramos, y es la primera vez en dos años que nos vinculamos a este tema. Es un país que tiene una 
historia de cara al campo -habría que ver si es tan de cara al campo-, pero lo cierto es que las políticas 
de pesca siempre se han dejado relegadas. 


Comparto las críticas que se han realizado en torno a las necesidades de una nueva ley que contemple el 
fortalecimiento del sector pesquero, una política nacional, un mejoramiento de la capacidad de captura de 
nuestro país que genere mano de obra en la pesquería y en la industrialización del producto. Creo que es 
alarmante la cifra que nos dan a conocer en el sentido de que el 52% en el año 1988 -según entendí- eran de 
"commodities" y hoy estamos en un 83%; vamos hacia el atraso en el sector pesquero. 


No quisiera entrar -creo que no corresponde- en polémica respecto a lo manifestado por el señor Diputado 
Charamelo. El ánimo que recojo del planteo es respetuoso, sin ningún tipo de insinuación política, pero bien 
daría para una polémica, porque sí hay responsables en esta política pesquera. El hecho de que no haya 
habido política pesquera es una política definida; las Administraciones anteriores han sido las que la han 
conducido. La forma de otorgar los permisos, la forma de regular la pesca, la forma de regular las relaciones 
laborales tiene un responsable y hoy el Gobierno que asume -no quiero profundizar porque no está en mi 
ánimo entrar en una discusión frente a los invitados-, ante una situación tan compleja como es la del sector 


pesquero, no puede borrar y empezar de vuelta porque sería negativo, significaría la paralización de lo poco 
que se está haciendo en la pesca. Sería bueno convocar a las autoridades de la DINARA para que nos den 
respuesta a los planteos de los trabajadores e, incluso, a las inquietudes que el señor Diputado Charamelo 
plantea, que la verdad es que no las sabría responder porque debo reconocer que la ausencia de políticas de 
pesca lleva a que los legisladores no tengamos el tema de la pesca en los primeros lugares. 


Quería felicitarlos, hacer estas precisiones y decir que me parece muy importante que el SUNTMA trabaje 
por los grandes temas del país como lo es este. 


SEÑOR ACOSTA.- Como bien decía el señor Diputado, hace muchos años que está todo desregulado 
en lo que refiere a la pesca y el país está de espaldas al mar; apunta más hacia la ganadería, cuando la 
pesca es el tercer renglón de la economía uruguaya. Podría ser un poco más si el tema se empezara a 
tomar con más seriedad. 


Contestando al señor Diputado Charamelo, hemos tenido varias reuniones con el Director de la DINARA y 
los permisos se dan por decreto. Él nos ha mostrado proyectos que pueden ser entregados a esta Comisión, 
por ejemplo, en lo que refiere al permiso de los congeladores, que están siendo revisados -porque no es de un 
día para el otro- para ver si son viables o no. 


Otra de las cosas que siempre reclamamos es que se legisle con relación a qué pasa con los trabajadores 
cuando hay veda, ya que nos estamos quedando sin seguro de desempleo, estamos regidos por la ley de tierra, 
no tenemos una ley especial sobre esto y nos vemos desamparados cuando los barcos paran. 


SEÑOR CHARAMELO.- En primer lugar, quisiera decir que apoyo las reivindicaciones que están 
señalando. Simplemente, deseo manifestar que si ustedes están hoy aquí es porque hay cosas que no 
andan bien. Sabemos que esas cosas no son de ahora y que vienen de antes, pero no se han arreglado, 
porque si no vuestra presencia no tendría sentido. No estoy diciendo esto con un ánimo destructivo; 
simplemente manifiesto que los problemas laborales no se arreglaron antes y tampoco se ha logrado 
luego de un año y medio de comenzada la Legislatura; esa es la realidad: poco se ha hecho con la pesca. 


Con los permisos pasa exactamente lo mismo. Es cierto que hace años que los trabajadores vienen al 
Parlamento y que yo no estaba en la Legislatura pasada, pero eso no impide que reconozca que no se hizo lo 
que se debería haber hecho. Lo que digo es que si hoy ustedes están aquí es porque no se ha hecho lo que se 
debe hacer. Quizás se puede llegar a hacer, pero hoy, a un año y medio de comenzada la Legislatura estamos 
tomando conocimiento de estos temas; los problemas laborales no arrancaron ayer, sino hace un buen tiempo. 


Quería dejar constancia de que no estoy haciendo una crítica al sindicato, que está tratando de que los 
trabajadores tengan una mejor calidad de vida y de cuidar la fuente laboral, porque los recursos del mar no 
son inagotables y si no los cuidamos, más tarde o más temprano vamos a tener problemas. Simplemente digo 
que la política actual es la misma de antes; no hay una política de pesca y por eso tenemos que empezar a 
estudiar el tema. Lo que pasa ahora es lo mismo que pasó antes. Si se me dice que se quiere salir adelante me 
parece bárbaro, y una política de pesca va a contar con el apoyo del Partido Nacional; eso lo queremos dejar 
claro, pero hasta hoy no la hay. 


SEÑOR COLO.- El sector pesquero muchas veces se siente huérfano, y no digo esto solo por los 
trabajadores, sino por todos los que lo integramos. 


En los ámbitos en donde se han discutido los temas relativos al sector, representados por todos los 
interlocutores -empresarios, trabajadores, investigadores, gente del Gobierno en su momento- todos 
coincidíamos en que la pesca era un sector que estaba en crisis. Y esto se debe a que, como decimos siempre, 
la pesca ha sido mal parida en este país, porque el Plan de Desarrollo Pesquero apuntó a cantidad y no a 
administrar correctamente los recursos, a investigar y a la calidad. 


Hace instantes se dijo que la mayor cantidad de exportación de este país tiene poco valor agregado. Además, 
con las facilidades que se dieron al sector con la ley de pesca del año 1969 para atraer inversiones y con el 
Plan de Desarrollo Pesquero se fomentó a un empresariado que, en su gran mayoría, se acostumbró a lo fácil, 
a las rentas y a las exoneraciones impositivas. Este empresariado está acostumbrado a trabajar como si fueran 


verduleros -no quiero faltarle el respeto a los verduleros-, a pelear cosas chiquitas, en lugar de ver las 
inmensas riquezas que puede aportar el sector. Actualmente el sector puede aportar muchas riquezas al país y 
fuentes de trabajo; sin embargo, sigue con males endémicos. Entre ellos, podemos mencionar el de la 
depredación. Este sindicato ha venido al Parlamento, en distintas Legislaturas, a denunciar la depredación 
que se produce en el sector pesquero. Se tiran aproximadamente 140.000 toneladas de pescado al año, y eso 
se debe a que se utilizan artes de pesca que no son selectivas. Por ejemplo, la red de arrastre de fondo que se 
usa, captura todo lo que hay por donde pasa el barco, y las especies que se traen a tierra son las que al 
armador o al empresario le sirve comercializar en ese momento y, obviamente, no son todas. Por esa razón, 
las especies que no tienen interés comercial para el empresario se tiran al mar. Ese es uno de los grandes 
males que vemos. 


Otro mal es la falta de políticas pesqueras, lo que viene denunciando este sindicato desde hace muchísimos 
años. Nosotros hemos presentado propuestas concretas en distintas Legislaturas. Recuerdo que lo hicimos en 
1999, en un ámbito en el que participaron legisladores de todos los partidos políticos, como así también en 
2001, en unas jornadas de impulso y desarrollo a la actividad marítima, pesquera y portuaria, que se llevaron 
a cabo en este edificio. En esas instancias el sindicato aportó un montón de iniciativas y propuestas, 
precisamente, mirando hacia la necesidad de una nueva ley de pesca. 


Nosotros notamos que en las propuestas de los distintos partidos políticos en las últimas elecciones se 
recogieron un montón de inquietudes de los trabajadores de SUNTMA; no me refiero a un solo partido 
político sino a varios. 


Lo que nosotros queremos como trabajadores de la pesca es encontrar soluciones a los problemas, que el país 
desarrolle una política de Estado, no solo con respecto a la pesca sino a todo lo marítimo. Este país mira 
mucho al ganado y a la agricultura, pero el mar tiene inmensas riquezas, y la gran mayoría de la opinión 
pública lo desconoce. 


En cuanto a las responsabilidades a asumir, debo decir que el país cuenta con una ley_de pesca de 1969 que 
debe ser cambiada. Asimismo, las distintas Administraciones -primero el INAPE y luego la DINARA- fueron 
otorgando permisos de pesca, pero hay pesquerías que son cerradas y no se han otorgado nuevos permisos, y 
esto viene ocurriendo desde hace varios años. Me refiero a la merluza, a la corvina y a la pescadilla, que son 
especies plenamente explotadas. Nosotros cuestionamos la forma en que se otorgaron esos permisos de 
pesca. Para que se entienda bien lo que quiero decir, voy a citar un ejemplo. 


Durante varios años los estudios de los científicos de la DINARA dijeron que el recurso de corvina venía 
mermando, y por eso, año a año, en la Comisión Técnica Mixta -la corvina no solo la pesca Uruguay, sino 
también Argentina- se venía bajando el cupo de pesca de los dos países. Se empezó con 40.000 toneladas y 
actualmente estamos en 36.000 toneladas anuales los dos países. Digo esto porque hace dos días que 
desembarqué y los barcos argentinos -hablando pronto y mal- le dan de bomba a ese recurso; además, tengo 
mis serias dudas de que las cifras que maneja la Argentina y la Comisión Técnica Mixta sean reales en cuanto 
a lo que se pesca. A pesar de todo esto, Argentina está diciendo que Uruguay, con lo chiquito que es, pesca 
más corvina que ella. Este es un ejemplo claro de las cuestiones que debemos solucionar. 


Como venía diciendo, los científicos manifestaron que la pesca de la corvina estaba mermando y por eso se 
reducía el número para pescar entre ambos países. Sin embargo, al mismo tiempo que los científicos 
alertaban sobre esa situación, las distintas administraciones de la DINARA otorgaban nuevos permisos para 
pescar corvina, y a barcos más grandes. Algunos barcos que antes pescaban merluza se pasaron a corvineros, 
con más poder de captura, mayor capacidad de bodega y depredación por la utilización de redes más grandes. 
Entonces, se daba un contrasentido. Actualmente, Uruguay tiene 33 o 34 barcos de distintos tamaños -no es 
una flota homogénea- pescando corvina, y cuando nosotros alertamos sobre esa situación no se tuvo en 
cuenta. La actual Administración nos dijo que es muy difícil cambiar eso, que se está trabajando en ese 
sentido; que en caso de retirarse los permisos, tienen miedo a los juicios que los empresarios -que tienen 
permisos otorgados- le pueden hacer al Estado. Parece que el empresariado nacional practica el deporte de 
hacerle juicios al Estado. 


Por otro lado, quiero manifestar que hoy mantuvimos una reunión con el Director de Trabajo por cuestiones 
laborales que involucran al sector pesquero, y nos dijo algo que ya nos había mencionado la semana pasada: 
que posiblemente, a corto plazo se realice una reunión entre las autoridades de los Ministerios de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y de Trabajo y Seguridad Social para convocar a los distintos armadores pesqueros. 


Dicho sea de paso, estos empresarios también tienen como deporte desconocer convenios laborales, 
normativas vigentes y reírse de Decretos y Leyes; inclusive, han dejado mal visto al país, por ejemplo, por 
los barcos piratas o lo relativo al cangrejo rojo, que seguramente recordará la opinión pública. Cuando 
explotan estos casos la opinión pública conoce algo de lo que sucede en el sector, pero hay otras cosas chicas 
que no le llegan. 


Lo que se busca en esa reunión entre los Ministerios y los armadores es quitarle los permisos de pesca a 
aquellos que desconozcan la normativa vigente para hacer una licitación internacional con dichos permisos. 
Esta es una señal de que, por lo menos, se intenta cambiar algo. A mí no me corresponde hablar como 
autoridad porque soy un simple trabajador; simplemente, trasmito lo que nos han dicho. Obviamente, tengo 
expectativas ante lo que nos han manifestado, pero tengo una mayor por la actitud que demuestran los 
señores Diputados, fruto del constante "machaqueo" de los trabajadores en las distintas Legislaturas. Eso lo 
recibo con agrado, y me gustaría que en algún momento, con todo los trabajos que se han hecho en el sector 
pesquero -digo con todos, porque los trabajadores no nos creemos iluminados y no pensamos que solo lo que 
nosotros elaboramos sea valedero- se pueda elaborar una nueva ley de pesca. Reitero que nuestro sector está 
generando divisas de aproximadamente US$ 150:000.000 al año, y esperamos que en un futuro pueda 
generar muchas más y brindar más fuentes de trabajo, cuidando el recurso, que es algo en lo que los 
trabajadores siempre insistimos. Nosotros vivimos de esto y pretendemos seguir haciéndolo, y queremos que 
nuestros hijos y nietos también vivan de la pesca. Cuando se aprobó el Código de Conducta de Pesca 
Responsable en la FAO, los trabajadores -lo tengo que decir con un dejo de orgullo- fuimos los que se lo 
entregamos a la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay porque lo desconocía; esa es una señal de la 
preocupación de los trabajadores por el sector. 


SEÑOR PEREYRA.- Coincidimos con el planteo realizado y en que, como país, tenemos un debe en 
cuanto a la forma de discutir el tema. 


En la reunión de la Comisión que se realizó la semana pasada, los integrantes del SUNTMA plantearon que 
todo lo que rige la pesca está establecido por decreto y eso, sin duda, marca la realidad que tenemos en 
materia de definición de política pesquera. No me gusta hablar en términos de factura, pero me parece muy 
bien lo que dijo el señor Diputado Charamelo -recojo el guante- en cuanto a que nos debemos una discusión 
seria del tema. Digo seria, no para cobrarnos cuentas sino para decir qué hemos hecho y hacia dónde vamos 
con este tema. Por ejemplo, en el Presupuesto Quinquenal anterior, uno de los pocos artículos que se votaron 
relacionados con el Inciso del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca refería a la designación de 
recursos para que el "Aldebarán" pudiera establecer estudios de biomasa, de suelo, etcétera, y eso 
prácticamente nunca lo hicimos. Esto tiene que ver con la definición de políticas pesqueras. La actividad 
pesquera no es puramente económica; esencialmente es un acto de soberanía y ejercerlo implica que nos 
comprometamos como país, por eso de que en este tema están de más las pasadas de cuentas. Invito a los 
legisladores -voy a dar una copia a los integrantes del SUNTMA.- a leer la versión taquigráfica de la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado en oportunidad de la presencia del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y de la DINARA, porque allí se hizo hincapié en cómo actuamos en estos 
temas. 


Acá se habló de la pesca y de la sobrepesca de la corvina. Más allá de afinar los aspectos que determinen 
políticas a largo plazo, también es necesario tomar definiciones sobre las realidades. ¿Qué quiero decir con 
esto? El año pasado se aprobó en la Comisión Técnica Mixta, por vía de decreto, el cierre de pesquería de la 
corvina. Hoy en día este tema pasó a los juzgados y es serio; y es serio, señor Diputado Charamelo. Acá 
hablamos de cuestiones de soberanía y de recursos de nuestro país. Deberíamos haber aprendido de lo que 
nos pasó el año pasado con los cierres de los puentes y lo que significó desde el punto de vista económico. 
Mucho más grave es que un actor político, ante una denuncia judicial, presente los documentos al Secretario 
de la Comisión Técnica Mixta -que es de la República Argentina-, con lo que implica esa situación - 
seguramente la Argentina inicie acciones en ese sentido que económicamente al Uruguay le puede costar 
caro-, que discutir los problemas que tenemos como país en temas pesqueros. Y eso sucedió. 


Por primera vez la Comisión Técnica Mixta aprobó el cierre de pesquería, que no es lo mismo que la veda. 
Como muy bien decían los integrantes del SUNTMA, la pesca de corvina en este país se hace esencialmente 
por arrastre y es muy difícil -he subido pocas veces a un barco; trabajé alguna vez en la descarga del puerto- 
que una red invite a salir a la corvina que pescó y deje a otra especie. Todavía no hemos inventado redes 
inteligentes. Hasta que no hagamos lo que muy bien dice el SUNTMA, es decir, empezar a caminar con una 


política selectiva de pesca, esto va a seguir pasando. Esto no es un regalo de Dios; esto es lo que definimos 
como uruguayos, que la pesca se haga como se hace hoy, y debemos corregirla, sin lugar a dudas. 


Lo que decía el señor Franco con respecto al emprendimiento de la anchoita es muy cierto. Se aprobó una 
concesión por treinta años sin que el privado deje un solo peso al Estado uruguayo por la explotación de 
recursos. Hoy en la DINARA hay un problema de fondo; estamos en un Estado de derecho. Si fuera por 
voluntad política, este recurso ya se tendría que haber retirado hace tiempo; se ha utilizado un recurso del 
país sin cumplir con los acuerdos firmados. Se toman como rehén los puestos de trabajo que se generan en un 
departamento donde existen pocas fuentes laborales. Mientras tanto, seguimos tirando la pelota para adelante. 


Entonces, ¿qué se intentó establecer ahora, como muy bien lo decían los integrantes del SUNTMA? Sabemos 
que han podido hablar con la DINARA, y me gustaría conocer si en ese sentido nuestra Administración 
generó instancias de mayor diálogo que en los períodos anteriores. Digo esto no para comparar quién hizo 
mejor las cosas, sino porque es un problema objetivo. ¿Cuál ha sido la exigencia de la actual DINARA con 
respecto a la explotación de la anchoita? Que se cumpliera lo establecido en ese regalo que hicimos, es decir, 
que se hiciera el proceso de manufactura, de salado o de fresco. 


Voy a contar una anécdota. La semana pasada estuvimos en la planta porque inmediatamente que se empezó 
a procesar para salado se generaron cien puestos de trabajo. En la planta, sus responsables nos dijeron que la 
DINARA no los dejaba trabajar. Eso fue dicho a los trabajadores quienes, preocupados, decían: "No puede 
ser que no nos dejen laburar". Cuando llamamos a la DINARA, se nos dijo que exigían el cumplimiento de 
explotación del recurso. 


Digo al señor Diputado Charamelo que recojo el guante, que debemos discutir el tema, pero sin pasarnos 
cuentas. Debemos tener en cuenta lo que significa este tema: es un acto de soberanía, entre otras cosas. 
Económicamente, debemos discutir esto desde otra óptica. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Creo que no es bueno mirar para atrás con un sentimiento negativo, porque 
acá se ha dicho que hay muchas cosas que son difíciles de cambiar. Creo que debemos recoger el 
planteo que el sindicato nos hace con absoluta seriedad. 


Si no entendí mal, ¿la última ley de pesca data de 1969? ¿No se le hizo ninguna modificación? ¿En qué etapa 
está el nuevo proyecto? ¿Fue presentado al Parlamento? ¿Fue tratado? 


Es bueno destacar que el sindicato ya estuvo en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente y que 
nos afectó mucho lo que nos planteó, especialmente el caso de Rocha. En cuanto a las especies que se tiran al 
mar, el tema nos dejó bastante preocupados. 


Me gustaría saber también en qué año se dio la extracción máxima del país. 


Cuando se dice que las exoneraciones son negativas, yo creo que son positivas si se las sabe usar. A mi 
criterio, se utilizaron muy bien en el sector hotelero, vitivinícola y en tantos otros. Quizás en la pesca, con la 
nueva ley, se podrían aplicar por un buen tiempo; hay que estudiarlo. 


Un dato que me dejó muy preocupado es que Argentina no estaría cumpliendo con el pacto en cuanto a la 
extracción de la corvina. Entonces, quisiera saber cómo se controla este tema. ¿No habría que hacer una 
negociación seria con Argentina para que ambos países pudieran controlarse mutuamente? 


SEÑOR FRANCO.- La Ley_N* 13.833 -comúnmente denominada de pesca- data de 1969 y genera las 
condiciones para la inversión, en la perspectiva de un desarrollo del sector pesquero que, en aquel 
entonces, era prácticamente testimonial para el país. Luego surge un decreto reglamentario. Lo que 
intentaba reglamentar la Ley era el Decreto N* 149, que es lo que realmente rige como ley de pesca en 
el país, porque atiende todo lo relativo a la administración del sector pesquero, con el sistema de 
concesión de permisos, etcétera. 


Desde 1969, el sector pesquero se ha regido por decretos coyunturales para resolver problemas coyunturales 
y generalmente para resolver la vida a alguien en determinado momento, aunque a veces era peor la 
enmienda que el soneto. Eso hizo que muchas veces se redactaran decretos que colidían hasta con la propia 


ley o que se contradijeran unos con otros, lo que generó mayor confusión en la Administración pesquera. Ha 
habido muchos decretos, y el N” 149 de 1997 rige todo lo relativo a la pesca. 


En cuanto a los volúmenes mayores de captura, debo decir lo siguiente. A partir de 1992 hubo capturas muy 
significativas, pero se siguió un criterio nefasto para el recurso. Me refiero a la búsqueda de mayor 
rendimiento. Antes teníamos una flota de barcos merluceros de cinco mil cajas cada uno pero, con la excusa 
de que eran viejos, fueron suplantados por barcos de diez mil cajas. Eran naves de mayor porte, de mayor 
envergadura y, por tanto, con mayor capacidad de captura, con más poderío de máquina y capaces de 
arrastrar artes de pesca mucho más grandes. Además, podían trabajar en condiciones de mar diferentes. Eran 
verdaderas máquinas de matar peces. El resultado inmediato fue un crecimiento del rendimiento pero luego, 
por tratarse de un recurso vivo, cuanto mayor era el esfuerzo, se dio una caída drástica en el rendimiento, una 
sobrepesca. 


Además, debemos tener en cuenta que la pesca es selectiva. En los barcos que tenían mayor capacidad de 
captura también era mayor el descarte, porque se seleccionaban determinados ejemplares y el resto se tiraba. 
Por lo tanto, también aumentó el descarte, lo que favoreció la caída del rendimiento. 


Entonces, mencionar la mayor captura histórica es hacer referencia al inicio de la debacle que hoy estamos 
recogiendo. 


Pero, atención: también queremos señalar -esto es como la copla española que dice que entre todos la 
mataron y ella sola se murió- que aquí coadyuvan los acuerdos hechos por Argentina con la Comunidad 
Económica Europea. Como decíamos, nuestros recursos son transzonales, son compartidos con Argentina, 
sobre todo la merluza y, en particular, la variedad que explotamos nosotros que es la merluza "hubssi". El 
ciclo migratorio de esta especie hace que en el invierno los ejemplares más jóvenes estén en la zona norte, es 
decir, en la zona común de pesca, y el resto del año en la zona exclusiva de Argentina. Entonces, debemos 
tener en cuenta el acuerdo que Argentina hizo con la Comunidad Económica Europea. 


En los años noventa hubo un incremento de la sobrepesca. Tenemos cifras que señalan que de una captura 
máxima permitida de 600.000 toneladas se llegó a 1:200.000 toneladas; es decir, que hubo una sobrepesca 
prácticamente del doble. Como se trata del mismo recurso, esto determinó que diezmara; es decir que ayudó 
a la caída del rendimiento. 


SEÑOR COLO.- Quiero hacer una pequeña puntualización. Cuando se habla de captura, se hace 
referencia a las cifras oficiales de desembarque, que no representan la captura en sí. Como recién 
explicaba mi compañero, los barcos capturan un montón de pescado, pero las cifras oficiales 
corresponden a lo que viene a puerto. 


Una de las formas en las que el Estado puede saber lo que se captura en la zona de pesca -aprovecho para 
contestar algunas de las preguntas del señor Diputado- es a través de los partes de pesca. Pero tanto los 
barcos uruguayos como los argentinos y los de todo el mundo mienten con respecto a los partes de pesca. 


La otra manera que tiene el Estado de conocer esta cifra es a través de veedores a bordo. En nuestro país 
existen las figuras del observador a bordo y del inspector a bordo, que es mucho más importante. Pero en la 
mayoría de los barcos no salen observadores ni inspectores. En las pesquerías en las que se lleva observador 
a bordo es en las de merluza negra, en los barcos que se van a aguas antárticas. En este sentido, también 
hemos tenido mala experiencia como país, ya que algunas embarcaciones han sido perseguidas como barcos 
piratas. 


Reitero: en las pescas de merluza y de corvina es difícil que salga un observador a bordo, por lo que la 
Administración depende de los partes de pesca. Por ese motivo, en mi intervención anterior manifestaba que 
tengo grandes dudas de que las cifras que manejan Argentina y la Comisión Técnica Mixta sean reales. 
Argentina tiene muchos más barcos que Uruguay. Yo los veo en la zona cuando pescan a nuestro lado; los 
barcos nuestros son más chicos y tienen menos trabajadores. Sin embargo, en determinadas especies aparece 
como que Uruguay pesca más, como en el caso de la corvina. En lo relativo a la merluza, la diferencia es tan 
gruesa que Argentina no puede decir que Uruguay pesca más, porque es impresionante la cantidad de barcos 
que tiene con este fin. 


Como decía el señor Franco, se debe tener en cuenta el acuerdo que hace unos años Argentina hizo con la 
Comunidad Económica Europea. Algunos armadores trajeron los barcos que estaban dados de baja en Europa 
-y por los que cobraban subvenciones de la Comunidad- a pescar a aguas argentinas. Esta es la forma de 
actuar que tienen los empresarios que miran sus ganancias y a los que les preocupa muy poco lo que tiene 
que ver con el recurso. 


SEÑOR TOLEDO.- Debo confesar mi ignorancia en el tema 


Ustedes se han referido a los barcos piratas. La información que tengo en este sentido proviene, 
fundamentalmente, de los medios de prensa. Sé que en los últimos tiempos han sucedido hechos muy 
importantes, que ustedes mencionaron. Por lo que he escuchado, se trata de empresas que no son uruguayas 
pero que tienen bandera uruguaya. Además, parte de sus trabajadores son uruguayos, pero reciben un 
tratamiento diferente al que tienen los empleados que traen. Si es posible -no los quiero poner en 
compromiso- me gustaría conocer en profundidad este asunto. 


SEÑOR FRANCO.- En el memorándum que entregamos a la Comisión hacemos referencia al Decreto 
N* 157. 


El hecho es que este Decreto crea una Comisión Interministerial para atender los asuntos del país en el 
ámbito de la CRUMA, que es la Comisión para los Recursos Vivos Marítimos Antárticos. Asimismo, 
establece que a aquella empresa que presente un proyecto de prospección científica o de investigación se le 
concederá un permiso para la pesca comercial de la merluza negra en la zona de la CRUMA, es decir, en la 
zona antártica. 


Entonces, se empezó a utilizar el siguiente mecanismo: un hombre de paja uruguayo presenta un proyecto de 
investigación y obtiene el permiso para la pesca comercial. Entonces, traen un barco con bandera uruguaya y 
aplican el artículo 27 de la Ley N* 13.833, que establece que preceptivamente el capitán o el patrón debe ser 
ciudadano natural o legal uruguayo, y que un mínimo de 50% de la tripulación debe ser uruguaya. Esto 
también tiene que ver con la pregunta que anteriormente hacía el señor Diputado. Se trata de una ley de 1969, 
que sentaba las bases para la inversión. En esa época se suponía que para traer nueva tecnología había que 
flexibilizar lo relativo a las tripulaciones, pero hoy esto ya no está justificado. 


El hecho es que traen esos barcos, les ponen bandera uruguaya y, en el mejor de los casos, hay un 50% de 
tripulación extranjera. Luego, van a pescar a esa zona. Pero han utilizado la bandera del país para ir a robar a 
zonas prohibidas, para ir a hacer pesca ilegal a zonas prohibidas. A tal punto es así que, hoy en día, uno de 
esos empresarios está detenido en Miami para ser procesado por el desembarco de pesca ilegal. 


Existe una organización de empresarios que actúa legalmente y que a través de Internet hace denuncias y 
advertencias a los distintos países ribereños donde se practica la pesca ilegal. Hace un listado de aquellas 
banderas que son utilizadas para la pesca ilegal; esas banderas son catalogadas como pirata. El Uruguay está 
dentro de esas banderas. Esa organización se llama Colto. Reitero: nuestro país está considerado como 
bandera pirata. Esta definición todavía no ha sido levantada, pese a que -nos consta- el propio Director de la 
DINARA ha participado en la reunión de la Comisión de Pesca de la FAO en Roma. Es decir que hay 
gestiones del país para tratar de levantar este San Benito que nos han colgado, pero aún el Uruguay sigue 
siendo considerado como bandera pirata por la pesca ilegal que han hecho empresarios extranjeros 
inescrupulosos utilizando la bandera uruguaya. 


SEÑOR MASEDA.- En primer lugar, quiero expresar mi satisfacción por haber escuchado de parte del 
sindicato toda la experiencia viva que tienen sobre temas en los que no somos especialistas; como 
comprenderán sus integrantes, debemos hacer un gran esfuerzo para ponernos a la altura de los 
acontecimientos. 


Nuestra fuerza política tiene algunas líneas generales, que no voy a leer. Sí voy a mencionar algunos temas 
que se han discutido en la interna de nuestra fuerza política como, por ejemplo, impulsar una nueva ley de 
pesca elaborada en un ámbito multidisciplinario y con la más amplia participación de todos los sectores de la 
sociedad. Esta es la posición de nuestra fuerza política; es lo que decimos. 


Se ha preguntado qué ha pasado hasta el 1” de marzo del año 2005. Según lo que tengo entendido y por lo 
que se ha dicho, los artículos 27, 33 y 36 de la Ley_N* 13.833 pretenden fomentar la inversión porque, 
inclusive, otorgan exoneraciones durante cinco años y demás. Pero cuando nos metemos en el tema de la 
pesca y entramos a buscar leyes, nos encontramos con que todas las leyes en este sentido fueron de la época 
de la dictadura; esa es una realidad. 


Este proceso comenzó en 1969, con esta ley que fue firmada por Pacheco Areco y por Julio María 
Sanguinetti. Todo lo que viene después son leyes modificativas y decretos, que ustedes conocen mejor que 
yo; esto lo leí en la argumentación que entregó el SUNTMA. Entonces, se trata de decretos de la dictadura 


También sabemos que en los años de la dictadura se generó ese concepto que hoy tiene el empresario de no 
respetar los derechos de los trabajadores; surgió en ese período. Muchos empresarios son los mismos que 
empezaron allá por 1974 o 1975, y seguramente no han cambiado su actitud de explotación y de no respetar 
el salario de los trabajadores. Muchas veces se pisotean legítimos derechos que en otros lugares son 
respetados. Desde mi modesto punto de vista, en estos casos no se respetan, no porque la sociedad esté de 
espaldas, sino por la forma en que se procesa su fuente de trabajo, que hace que haya un aislamiento de la 
sociedad. El hecho de estar en el mar permite que sea así. Esto se acunó en la época de la dictadura. En 1974 
estos eran empresarios jóvenes; hoy son veteranos empresarios que no perdieron desde ningún punto de vista 
todas aquellas prebendas que les dio la dictadura, de las cuales se aprovecharon bien. Me refiero, inclusive, a 
que hubo quien compró algún barco con motor viejo y destartalado y quedó endeudado en el Banco de la 
República por millones de dólares. Quizá la pesca en la época de la dictadura fue la que acunó la parte más 
grande de la deuda externa uruguaya y la que sin lugar a dudas generó el beneficio de algunos y el perjuicio 
de otros. 


Reconozco, como dijo el compañero Toledo, que no tengo mucho conocimiento del tema de la pesca, porque 
soy Diputado por el departamento de Artigas. Lo que reclaman los trabajadores creo que es válido, que 
tenemos que generar el debate y que ustedes han dado un paso importante para ello. Es bueno que sea así, 
porque todos tenemos que aprender. El señor Diputado Charamelo, al final de su intervención, dijo que 
estaba dispuesto a discutir. Yo no puedo pedir a los trabajadores que me traigan las soluciones, porque eso es 
responsabilidad del Gobierno. El compañero Diputado Pereyra, que es el coordinador de nuestra bancada, 
también asume esa responsabilidad, como la asumimos todos los legisladores. Lo que tenemos que hacer es 
buscar la manera de dar forma a un tema que es urticante y complejo. 


No me voy a extender más, porque ya hemos escuchado esto en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio 
Ambiente. Quería expresar esto, que es parte de lo que uno ha recabado. Inclusive, creo que hasta la droga, 
en su momento, estuvo vinculada con la pesca, y uso mis fueros parlamentarios para decir esto. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Voy a recordar al señor Franco las preguntas que formulé, simplemente, para 
que queden en la versión taquigráfica. 


Una de las preguntas refería a la etapa en que se encuentra el proyecto que ustedes han elaborado. Quisiera 
saber si está presentado y si se estudió en alguna oportunidad. 


Otra de las preguntas se refería al control conjunto que hay entre Argentina y Uruguay, y si hay alguna 
posibilidad de discutir al respecto e incluirlo en leyes de ambos países. 


El otro tema a que hice referencia responde a una inquietud que tengo desde que ustedes estuvieron en la 
Comisión. Siempre me pregunto si la captura no deseada se puede transformar en harina de pescado. Hace 
poco más de un año hice un viaje a Arica y allí vi montañas de harina de pescado; por eso tengo esa 
inquietud. 


SEÑOR FRANCO.- No recuerdo exactamente, pero creo que presentamos nuestro proyecto a la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca durante tres períodos parlamentarios. Este primer 
contacto con esta Comisión tenía como finalidad hacer una exposición, proponerle que tome cartas en 
el asunto y ponernos a sus órdenes para presentar nuestro proyecto cuando lo estime conveniente. El 
proyecto esencialmente no ha variado. Nosotros lo hemos presentado en Legislaturas anteriores, pero 
no como un proyecto de ley sino como una base para la discusión, a pesar de que tiene un articulado. 
Lo que a nosotros nos interesa es que el Parlamento pueda instalar un ámbito multidisciplinario en el 


que todos los actores podamos hacer nuestro aporte, y que eso sirva como insumo a la Comisión para 
la elaboración del articulado. Nosotros buscamos un ámbito en donde discutir el contenido y que la 
forma se dé en la instancia parlamentaria. 


En cuanto al control conjunto entre Argentina y Uruguay, nosotros participamos como país en la Comisión 
Técnica Mixta del Frente Marítimo y la zona común de pesca, y como trabajadores hemos pedido -lo hemos 
hablado con la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Diputados- poder participar, aunque 
más no fuera como oyentes, porque entendemos que podemos hacer aportes. Nosotros tenemos nuestra 
posición y una visión crítica en torno a cómo se negocia en ese ámbito. 


Para poner un ejemplo, puedo decir que en nuestro país se manejan cifras empíricas, y lo digo porque eso 
está reconocido por las propias autoridades de la DINARA. ¿Por qué esto es así? Porque las cifras provienen 
de los partes de pesca, que no siempre son objetivos. En ellos se habla, por ejemplo, del desembarco pero no 
del descarte. Sin embargo, los argentinos, que sí tienen una base científica o, por lo menos, mejores 
condiciones para tenerla, manejan las cifras que emanan de la investigación a su antojo y no siempre, como 
se dice vulgarmente, cantan la justa. Nosotros tenemos un solo barco, el Aldebarán, y en los últimos diez 
años ha sido parte del paisaje portuario, porque vivió amarrado -últimamente se ha reactivado algo, con gran 
esfuerzo-, y nunca salió a realizar alguna campaña de investigación. Por eso manifestamos que, a nuestro 
entender, un proyecto de ley de pesca debería dar mucha importancia a la investigación y al control. Esto lo 
hemos hablado con autoridades de la Armada. El sueño del pibe en cuanto a inspección, es que esta se haga 
"in situ", que así como se establecen operativos como "Verano Azul", con un gran despliegue -que nosotros 
apoyamos porque el turismo deja un gran caudal en divisas- también se pueda, por ejemplo, contar con un 
helicóptero para que traslade al inspector y él pueda bajar en la zona de pesca para inspeccionar lo que se está 
pescando, fundamentalmente, en donde hay predominio juvenil. Esto ya lo hemos planteado, como así 
también cómo podemos complementarnos con la Armada Nacional para que sus barcos puedan servir para la 
inspección en la zona de pesca. 


Para esto hay grandes dificultades, y al respecto voy a contar una pequeña anécdota. Un Capitán de Navío 
que estaba en la Dirección de Marina Mercante me contó que había escuchado nuestra audición y que, 
considerando que vivíamos hablando de la soberanía y de que hay barcos chinos que se meten en nuestra 
zona, un día le dijo a un piloto que preparara un avión para ir a investigar, porque había recibido la denuncia 
de que había un barco chino en nuestra zona pescando calamar. Cuando llegó a la zona le dijo al piloto: "Dale 
un par de vueltas para reconocerlo y para que nos vea". Entonces, el piloto le dijo: "Capitán: si pego un par 
de vueltas no tenemos combustible para volver". Esta historia, que es tan gráfica, señala las dificultades que 
tiene nuestra Armada para realizar inspecciones. Por tanto, esto tiene que ser motivo de legislación. Si se 
quiere que se lleve a cabo una inspección, se debe dotar de medios al país para que pueda hacerla 
fehacientemente. 


Con respecto al destino del descarte, nadie entiende que en un país en el que el 50% de los niños vive por 
debajo de la línea de pobreza, que en un mundo hambriento, nosotros estemos tirando más al mar que lo que 
traemos a tierra. Eso es producto, tal como decía el señor Colo, de lo mal parido que ha sido el sector 
pesquero en este país. ¿Por qué? Porque se hace una pesca dirigida hacia determinada especie, y selectiva 
hacia ciertos ejemplares, y el resto se descarta. Por supuesto que todo lo que se pesca tiene mercado, 
consumo y ganancia, y no solo sirve para la elaboración de harina. Nosotros tiramos al mar los ejemplares 
que midan menos de 35 centímetros; la merluza que tiene menos de 35 centímetros se descarta, y eso va 
muerto al mar. De un ejemplar de ese tamaño se puede obtener un filete que puede ser consumido por nuestra 
población, pero nuestra ama de casa paga ese filete más caro que lo que lo paga, por ejemplo, el ama de casa 
española, y estamos hablando de la misma merluza. Esas son las cosas que tenemos que resolver, y por eso 
decimos que debe haber una ley de pesca que contemple todas estas situaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca agradece la presencia de la 
delegación del SUNTMA. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


